
58

·   Capítulo 2:  Estado del medio ambiente en América Latina y el Caribe 1972-2002

América Latina y el Caribe

Los incendios forestales han tenido importantes efec-
tos sanitarios, económicos y ambientales. El humo pro-
voca problemas cardiovasculares y oculares, además
de enfermedades pulmonares constrictivas y
obstructivas, asma, neumonía, bronquitis, laringitis agu-
da y bronquiectasia (Cochrane, 2002).

A nivel local, los efectos ambientales incluyen la
degradación del suelo, el aumento en el riesgo de inun-
daciones en la temporada de lluvias, y de sequías cuan-
do no hay precipitaciones una disminución en la varie-
dad de animales y plantas, y una mayor posibilidad de
incendios recurrentes. A nivel mundial, estos efectos
abarcan la liberación de gases de efecto invernadero,
una reducción en las precipitaciones, y la extinción de
poblaciones de flora y fauna.

En cuanto al impacto económico de los incendios
forestales, no hay estimaciones que consideren el am-
plio espectro de efectos señalado aquí. Sin embargo,
para el año 1998, cuando los incendios destruyeron
por lo menos 9,2 millones de hectáreas en toda la re-
gión, el daño estimado oscila entre 10.000 y 15.000
millones de dólares (Cochrane, 2002).

Impactos inducidos por la
deforestación

Si bien la extracción de fibra de bosques naturales y
plantaciones prácticamente se ha duplicado en los últi-
mos 30 años en la región —como se señala antes—,
esto ha sido a costa de otros bienes y servicios foresta-

les. Para empezar, la cantidad y calidad de los recursos
hídricos tiende a deteriorarse por una reducción de la
cobertura boscosa, hay un incremento en las tasas de
erosión de suelo y la sedimentación de los cauces
hídricos. Pero quizá el impacto de mayor envergadura
se evidencie en los bienes y servicios derivados de la
biodiversidad, afectados por el aumento de especies
amenazadas de extinción, por la conversión y fragmen-
tación de hábitats boscosos, la extracción de maderas y
la introducción de especies exóticas. A todos estos efec-
tos también se suma la reducción en el potencial de
fijación de carbono, como consecuencia de la
deforestación y el deterioro de los suelos (FAO, 2001a).

Estos efectos —que representan una pérdida perma-
nente de la capacidad potencial de los recursos fores-
tales para generar beneficios económicos (IDB, UNDP,
ACT, 1992)— son más severos en algunos países. La
importación de productos forestales en el Caribe, por
ejemplo, representa un 14,2 por ciento de su consumo
total. Aunque ha disminuido desde un máximo de 22,8
por ciento en 1984, esta proporción es mucho mayor
que en Mesoamérica (2,6 por ciento, aunque crecien-
do) o Sudamérica (0,3 por ciento, en disminución) (FAO,
2002a). El alto componente de consumo importado en
el Caribe se concentra en la madera aserrada y los ta-
bleros de madera (importados en alrededor de un 80 y
un 60 por ciento del consumo total, respectivamente).

En países con grandes extensiones de bosque, como
Brasil, la deforestación ha tenido un menor efecto ge-
neral, aunque también pueden resultar importantes los
efectos de carácter local. En las últimas dos décadas, la
producción maderera en la Amazonía brasileña ha au-
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mentado de un 14a un 85 por ciento de la producción
nacional, y se estima que el 80 por ciento proviene de
la producción ilegal (PNUMA, 2000). Por otro lado, los
estados del sur importan maderas duras de los estados
del norte brasileño y de Paraguay, debido a que sus
bosques restantes están en su mayoría protegidos
(Tomaselli, 2001).

Políticas forestales
Como respuesta a los problemas de la deforestación,

la degradación de los bosques y los incendios foresta-
les, algunos países han adoptado nuevas leyes y políti-
cas forestales que incluyen mejores medidas
reguladoras, principios de sostenibilidad, una expan-
sión de las áreas protegidas, certificación de los pro-
ductos forestales y expansión de las plantaciones fores-
tales en áreas no boscosas. Entre estos países se en-
cuentran Argentina, Brasil, Costa Rica y Perú (BOLFOR,
CIPOR, IUFRO, 1998; Gobierno de Perú, 2000;
Tomaselli, 2000).

Leyes dictadas en la década de 1990 contemplan
instrumentos fiscales y económicos, como la certifica-
ción, para fomentar el manejo sostenible del bosque

natural y las plantaciones forestales. Entre los países con
nueva legislación están México (1992, 1997), Bolivia,
Costa Rica y Guatemala (1996), y Cuba (1998) (Brañes,
2001). En algunos países, la respuesta a la deforestación
ha combinado el desarrollo sobre la base de los recur-
sos forestales con la regulación de las actividades fo-
restales, reconociendo que los aspectos políticos e
institucionales son a menudo más importantes para los
factores de mercado en determinar los ritmos y efectos
de la deforestación (Kaimowitz, 1997). La nueva ley
forestal de Bolivia es notable en este respecto, al poner
tierras forestales a la disposición de empresas privadas
bajo un régimen de concesión, involucrando a las po-
blaciones locales e indígenas (Tomaselli, 2000).

Las áreas con manejo forestal representan un 3,8
por ciento de la cobertura boscosa total (FAO, 2001e).
Se concentran, en orden decreciente, en México (7,1
millones de hectáreas), Bolivia (6,9 millones), Guyana
(4,2 millones), Brasil (4 millones), Venezuela (3,9 mi-
llones) y Paraguay (3 millones). Más de 2 millones de
hectáreas han sido certificadas por el Consejo Mundial
de Manejo Sostenible de Bosques (Forest Stewardship
Council, FSC), organismo con sede en Oaxaca, México
(FAO, 2001e). El FSC otorga certificaciones a explota-
ciones forestales que cumplen estándares en manejo

En Costa Rica el concepto de pago por servicios ambientales (PSA) se sustenta en el principio de que los propietarios
de bosques y plantaciones forestales tienen derecho ser compensados por el costo de preservar o restaurar los
beneficios que estos ecosistemas brindan al país y el resto del planeta.

Según la Ley Forestal de 1996, estos servicios incluyen la reducción, absorción, fijación y almacenamiento de
carbono para disminuir el efecto de invernadero; la protección del agua para uso urbano, rural o hidroeléctrico; la
protección de ecosistemas para su conservación y uso sostenible (científico, farmacéutico y de mejoramiento
genético); la protección de ecosistemas, formas de vida y belleza escénica natural para fines turísticos y científicos.

Costa Rica aplica un programa de pago por servicios ambientales desde 1997 en el 5 por ciento del territorio nacional
(más de 260.000 hectáreas y 22.000 pequeños y medianos propietarios); el 85 por ciento del área corresponde a
bosques privados protegidos, más un 9 por ciento en manejo sostenible del bosque para producción de madera.
Mientras que en el período 1979-1995 el 76 por ciento de los incentivos forestales se destinó a la reforestación,
durante 1997-2000, estas actividades sólo recibieron el 7 por ciento de los pagos por servicios ambientales.

En el año 2001, el PSA recibió 5.412 millones de colones (unos US$ 16,5 millones) provenientes del impuesto de
consumo sobre los combustibles e hidrocarburos; la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria de ese año fija un
monto fijo del 3,5 por ciento de la recaudación por este impuesto para el programa. Otros recursos económicos
provienen de la venta de servicios ambientales a escala nacional e internacional, incluyendo experiencias novedosas
como la “tarifa hídrica” municipal de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia y los certificados de reducción de
emisiones por proyectos de energía renovable en el marco del Protocolo de Kyoto (ver las secciones de y

).

El programa es administrado por el Ministerio de Hacienda, que recauda los recursos, y el Ministerio de Ambiente y
Energía (MINAE), que ejecuta mediante el Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) y el Fondo Nacional
de Financiamiento Forestal (FONAFIFO). El FONAFIFO administra los fondos provenientes del Ministerio de
Hacienda y otras fuentes de financiamiento. El SINAC tramita las solicitudes planteadas por los interesados, aprueba
los pagos por medio de las áreas de conservación y determina anualmente las áreas prioritarias donde se aplica el
programa.

Agua dulce
Atmósfera

El pago de servicios ambientales en Costa RicaEl pago de servicios ambientales en Costa Rica

Fuente: Obando Acuña, 2002; MINAE y PNUMA, 2002; Proyecto Estado de la Nación, 2002; INBIO, 2002.
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de recursos, distribución equitativa de beneficios y pro-
tección al ambiente. Como revela el caso de Mesoa-
mérica durante la década de 1990, ello ha implicado
un auge de empresas asociativas (cooperativas, empre-
sas comunitarias) que capitalizan las tradiciones
agroforestales para capturar nuevos mercados.

Por otro lado, los bosques protegidos en Sudamérica
ocupan casi 123 millones de hectáreas, lo cual repre-
senta un 19,5 por ciento del total de los bosques que
quedan en el mundo, y un 62,15 por ciento del total de
las áreas protegidas (UNEP, 2001). Esta región mantie-
ne intactas vastas extensiones de bosques tropicales y
templados, incluyendo los del norte andino, que se en-
cuentran entre las zonas biológicamente más ricas del
mundo.

Como se indicó, las plantaciones de árboles abar-
can un 1,2 por ciento de la superficie forestal en la re-
gión, para un total de 11,7 millones de hectáreas (FAO,
2001a, 2001e). Estas plantaciones se concentran en
Brasil (5,0 millones de hectáreas) y Chile (2,0 millo-
nes), seguidos en orden decreciente por Argentina, Ve-
nezuela, Perú, Uruguay, Cuba y México, que juntos tie-
nen un total de 3,8 millones de hectáreas. En general,
se trata de plantaciones industriales con especies exóti-
cas (eucalipto y pino, fundamentalmente). Estas planta-
ciones tenderán a aumentar en superficie e importan-
cia económica conforme se reduzcan los bosques ex-

plotables comercialmente y con técnicas modernas de
silvicultura sostenible, aunque existen todavía impor-
tantes debilidades institucionales y del sector privado
que limitan su generalización. Por lo demás, aunque
las plantaciones se están convirtiendo en una alternati-
va económica a otros usos del suelo (tales como la agri-
cultura) y, de este modo, ayudan a reducir los índices
de deforestación, siempre implican una pérdida de la
biodiversidad existente en los bosques naturales
(Cavelier y Santos, 1999; FAO, 2001a).

Una serie de experiencias en materia de incentivos
y pago por servicios ambientales, y otros esquemas de
financiamiento innovadores en la región, han permiti-
do demostrar la viabilidad a largo plazo del manejo del
recurso forestal, como recurso renovable por excelen-
cia (UNOFOC, CICAFOC, UICN, 2000). Costa Rica, por
ejemplo, estableció desde 1996 en su Ley Forestal un
mecanismo de compensación económica de los servi-
cios que brindan los bosques y plantaciones forestales.
Ha constituido una fuente de financiamiento adicional
para varias áreas protegidas, y ha contribuido a la
implementación práctica de muchos de los preceptos
del Mecanismo de Desarrollo Limpio contemplado en
el Protocolo de Kyoto (1997) (Proyecto Estado de la
Nación, 2001; ver el Capítulo 3). Otros países como
Chile, El Salvador, Guatemala y Honduras están explo-
rando opciones para desarrollar mecanismos similares
(Rosa y otros, 1999).

En el tema de los bosques mundiales, la Conferencia de Naciones Unidas sobre Ambiente y Desarrollo (Río de
Janeiro, 1992) culminó con la declaración de un conjunto de principios forestales y un capítulo de la Agenda 21
sobre políticas contra la deforestación. De aquí emerge la aspiración a una ordenación sostenible de los bosques a
escala mundial.

Después de la conferencia de Río, la discusión internacional sobre políticas forestales se ha desarrollado primero en
el marco del Panel Intergubernamental de Bosques (IPF), y luego en el Foro Intergubernamental de Bosques (IFF).
Estas negociaciones desembocaron en el año 2000 en la creación del Foro de las Naciones Unidas sobre los Bosques.

El trabajo del IPF-IFF produjo propuestas a ejecutar por el nuevo Foro sobre Bosques. Estas incluyen el desarrollo de
planes nacionales forestales y de uso del suelo; el énfasis en las causas subyacentes de la deforestación; el fomento y
protección del conocimiento tradicional sobre los bosques; la valoración de los bienes y servicios forestales; el
desarrollo de mecanismos institucionales y jurídicos adecuados (entre ellos, la posibilidad de una convención
internacional sobre los bosques); así como asuntos financieros y de transferencia tecnológica.

Se propuso también elaborar criterios de ordenación forestal sostenible que permitan establecer parámetros más
específicos para esta aspiración, y se han desarrollado iniciativas regionales y subregionales en todo el mundo. En
América Latina y el Caribe, los países se han adherido principalmente a tres iniciativas denominadas según donde
emergieron (FAO, 2001e): Tarapoto (en Sudamérica), Lepaterique (en América Central) y Montreal (México,
Argentina, Venezuela y Uruguay, que coinciden aquí con Canadá y Estados Unidos).

Un eje importante de debate internacional en el marco del Foro sobre Bosques es la armonización de los
lineamientos relativos a lo forestal en las tres convenciones emanadas de la conferencia de Río diversidad
biológica, combate contra la desertificación, cambio climático , así como de otros acuerdos multilaterales
relevantes, como la convención sobre el comercio de especies amenazadas (CITES) y la convención Ramsar sobre
humedales.

—
—

El marco internacional de la política sobre bosquesEl marco internacional de la política sobre bosques

Fuente: FAO, 2001a.
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Entre los principales temas emergentes en la discusión sobre los bosques está la preocupación por la pérdida de
bosques naturales en la región con su biodiversidad y funciones ambientales asociadas y el manejo sostenible de
las formaciones naturales.

La mayoría de los países cuentan con incentivos para el manejo de sus bosques nativos: exenciones de impuestos
territoriales (Chile, Ecuador, Uruguay), asistencia técnica (Ecuador), subsidios (Argentina, México, Colombia) o pago
por servicios ambientales (Costa Rica). Además, la mayoría de los países está exigiendo planes de manejo para las
intervenciones, así como limitaciones en el cambio de uso de las tierras con bosques. Algunos países exigen estudios
previos de impacto ambiental para la aprobación de cualquier proyecto forestal de importancia (Chile, Guyana),
mientras que otros ya están aplicando la certificación forestal (México, Belice, Costa Rica, Brasil).

Una iniciativa positiva emprendida por algunos países como Argentina, Chile, Paraguay, Costa Rica y México es
el establecimiento de bosques modelo, destinados a demostrar la aplicación del manejo sostenible, considerando
aspectos productivos, ambientales y una amplia participación social, incluyendo grupos comunitarios e indígenas.
En Cuba, la creación de fincas forestales integradas ha tenido un éxito notable en la rehabilitación de vegetación de la
cuenca del Cauto (CIGEA, 2001; Granma Internacional, 2002).

El manejo sostenible de los bosques, considerando todos los elementos que este involucra, requerirá de un enorme
esfuerzo en el campo de la investigación, especialmente en temas relacionados con el funcionamiento de los
complejos ecosistemas boscosos naturales presentes en la región. Sin embargo, la investigación forestal regional es
claramente deficitaria en este campo, y se concentra en gran parte de los países en materias relacionadas con el
establecimiento, manejo y utilización de plantaciones forestales, por lo general realizadas con especies introducidas.

— —

— —

Hacia un manejo sostenible de los bosques naturalesHacia un manejo sostenible de los bosques naturales

Fuente: COFLAC, 2001; FAO, 2001a.

Al abordar los problemas de la deforestación, la
mayoría de los gobiernos recibe apoyo internacional
en la formulación de políticas ambientales, el fortaleci-
miento institucional y el establecimiento de estructuras
y mecanismos para mejorar el monitoreo y el control.
En general, los programas y proyectos con apoyo inter-
nacional están relacionados con preocupaciones mun-
diales tales como la conservación de la biodiversidad y
el calentamiento global. Los programas y proyectos de
silvicultura con apoyo internacional incluyen el Pro-
yecto BOLFOR en Bolivia, el PPG 7 (Proyecto Piloto
para la Conservación de los Bosques Tropicales Brasi-
leños) en Brasil y el Proyecto Iwokrama en Guyana.
Organizaciones internacionales como la FAO y la OIMT
están activas en la región.

Entre los retos de las políticas forestales en la re-
gión, se destaca reconocer más ampliamente que los
bosques incluyen a los pobladores humanos y sus co-
nocimientos, los cuales se pueden proteger mediante
el uso de patentes de biodiversidad. También es nece-
sario desarrollar un aprovechamiento sostenible que in-
cluya productos maderables y no maderables. El
ecoturismo y la recreación constituyen una forma par-
ticularmente promisoria de uso no consuntivo de los
recursos forestales.

A pesar de los esfuerzos por responder a la defo-
restación, y no obstante las respuestas positivas de los
últimos años, la mayoría de los países en la región no
ha enfrentado las causas profundas del problema. To-
davía no se implementan políticas que reduzcan efec-
tivamente la deforestación, logrando hacer cumplir las
leyes y regulaciones forestales. En particular, se requie-
ren medidas urgentes y eficaces para vencer la corrup-
ción en la implementación de las leyes .Por otro lado,
hay que reconocer y empezar a contrarrestar mediante
políticas más integrales, la presión demográfica y eco-
nómica por tierras de cultivo y asentamientos, en mu-
chos casos provocando una sobreexplotación del am-
biente y los bosques naturales remanentes. Todo ello se
dificulta porque el peso principal recae en los gobier-
nos de la región, con presupuestos y capacidades
institucionales a menudo insuficientes para ejecutar las
acciones necesarias, en campos tales como la imple-
mentación de políticas de protección y restauración de
bosques (incluyendo la compra de tierras y el manteni-
miento de personal), la investigación y la educación de
la ciudadanía.
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